INTERPONE HABEAS CORPUS POR DESAPARICION FORZADA. RESERVAS

Señor/a Juez/a Federal:



Nora Irma MORALES de CORTIÑAS, D.N.I. 0.019.538, domiciliada en calle Lobos N° 1683, Castelar, madre de Carlos Gustavo CORTIÑAS, detenido y desaparecido forzadamente el 15 de abril de 1977, junto a Mirta ACUÑA de BARAVALLE, D.N.I. 00.302.436 y Josefa GARCIA de NOIA, D.I.N. 00.079.794, todas ellas fundadoras e integrantes de ‘MADRES DE PLAZA DE MAYO – LÍNEA FUNDADORA’ y, Adolfo María PEREZ ESQUIVEL, C.I. 4.813.587, PREMIO NOBEL DE LA PAZ 1980, constituyendo domicilio en calle Alsina 1535, 6to. Piso, Oficina ‘601’, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con patrocinio letrado de Eduardo SOARES, T° 26, F° 756 del CPACF y Verónica HEREDIA, MAT Cám.Fed.Ap.Com.Riv. T° 57 F° 942, ante V.S. me presento y respetuosamente digo:



I.
OBJETO



1.
En los términos de los Arts. 43 último párrafo y 75 (22) de la Constitución de la Nación Argentina [C.N.]; Art. 10 de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas [CIDFP] aprobada por Ley 24.556 y constitucionalizada por Ley 24.820; Art. 17.2.f) de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas [CIPPDF] aprobada por Ley 26.298 y, Arts. 10 y 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre [DADDH]; Arts. 9 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos [DUDH]; Arts. 7.6, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos [CADH] aprobada por Ley 23.054; Arts. 9.4 y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos [PIDCyP] aprobada por Ley 23.313, instrumentos éstos constitucionalizados mediante el art. 75 (22) C.N. reformada en 1994, vengo a interponer habeas corpus por desaparición forzada a favor de Carlos Gustavo CORTIÑAS, quien se encuentra desaparecido forzadamente a partir del 15 de abril de 1977 contra el Poder Ejecutivo Nacional [art. 99 (1) C.N.]. Por ello solicito se dé trámite al presente habeas corpus de conformidad con la legislación vigente en la materia –Ley 23.098- y se ordene a la autoridad que cese su accionar y se realicen todas las diligencias necesarias a fin de cumplir con el objeto del presente, cual es, conocer el paradero de Gustavo, todo, en la audiencia prevista legalmente.


II.
PROCEDENCIA DEL HABEAS CORPUS POR DESAPARICION FORZADA


2.
El artículo 43 último párrafo de la Constitución de la Nación Argentina dispone:

Artículo 43.- …
Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio.




Por ello la jurisprudencia y la doctrina, identifican cinco tipos o modalidades de habeas corpus:
Así nos encontramos con: 1) el HABEAS CORPUS REPARADOR que procede cuando se limita la libertad de una persona, mediante su privación, su objetivo es reestablecer la libertad del detenido o, si tuviera fundamento el arresto, ponerlo a disposición del juez competente, que no es precisamente el juez del habeas corpus, aunque pueda coincidir. 2) el HABEAS CORPUS LIMITADO o RESTRINGIDO: para los supuestos de limitación parcial de la libertad, especialmente en relación a la libertad ambulatoria o de desplazamiento. 3) el HABEAS CORPUS PREVENTIVO: en los casos de amenaza actual e inminente de privación de la libertad. 4) el HABEAS CORPUS CORRECTOR: en los supuestos de agravamiento ilegítimo en la forma y condiciones de detención, y 5) el HABEAS CORPUS POR DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS que procede para determinar el paradero de personas privadas de su libertad o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. [in re ‘GOMEZ, RUBEN DARIO S/ ACCION DE HABEAS CORPUS’, Juz.CivyCom N° 6, Resistencia 26/11/11] [lo resaltado no es del original]

[Conf. María Angélica Gelli, Constitución de la Nación Argentina Comentada y Concordada, p. 521, Ed 2006] 


3.
El habeas corpus por desaparición forzada a favor de Carlos Gustavo Cortiñas procede en este caso, ya que ésta es la condición en la que se encuentra desde las 8:45 horas del 15 de abril de 1977, momento en que fue secuestrado en la Estación Castelar del Ferrocarril Sarmiento en el marco de la dictadura cívico-militar-religiosa que padeció la Argentina desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 10 de diciembre de 1983. Gustavo salió esa mañana como todos los días y no llegó a su destino. Nunca más supe nada de él. 


4.
Tenía 24 años, esposa y un hijo muy pequeño. Iba camino a su trabajo. Esa noche un operativo militar y policial allanó mi casa. Abrí la puerta después de ser amenazada por una patota, vestidos todos de civil, que anunciaron que la casa estaba rodeada. Esposaron a mi nuera, le hicieron un interrogatorio, dando muestras que ya tenían en su poder a Gustavo.



Como muchísimos y muchísimas jóvenes en esa época, Gustavo sentía un fuerte compromiso social que lo había llevado a desarrollar su militancia en la Villa 31 en el barrio de Saldías hasta finalmente convertirse en un referente del Peronismo revolucionario. Ahí conoció al Padre Mujica y comenzó a participar en su obra. Sabíamos de su militancia política y de su trabajo solidario en barrios humildes. Él no nos ocultaba nada. Se casó siendo un muchacho, cuando estudiaba Ciencias Económicas en la Universidad de Buenos Aires, a los 22 años de edad.




Se vivían tiempos difíciles y violentos en la Argentina de los ’70, antes del golpe militar del 24 de marzo de 1976. La militancia política era un compromiso y una responsabilidad para muchos jóvenes como Gustavo. No solo ayudaban en los barrios más pobres de la zona Oeste, sino que también organizaba y colaboraba en la organización de esos barrios. Había empezado con Mujica, en las villas de Retiro y de Saldías. En el ‘74, después que lo asesinan, empieza Gustavo a militar más activamente en la zona de Morón. Por las circunstancias en 1975 debe extremar medidas de seguridad, hasta que finalmente vino a vivir a mi casa con su esposa y mi nieto. Durante un tiempo la situación pareció normalizarse. Jamás pudimos imaginarnos la crueldad y  criminalidad que se impondría después del 24 de marzo de 1976. No imaginábamos de ninguna manera que iba a haber una represión y desapariciones sistemáticas y masivas. Aún considerábamos que seríamos informados del lugar donde se alojaría a un detenido político y podríamos verlo. Similar pensamiento tuvimos cuando Gustavo fue secuestrado y desaparecido. Era imposible concebir que de un día para otro, sin avisos ni despedidas una madre no pudiera ver nunca más a su hijo. Mi nuera quedó con mi nieto, Damián, viviendo con nosotros. Y de Gustavo no supimos nunca mas nada.



Gustavo es recordado por sus compañeros de trabajo y de militancia como “un muchacho muy alegre, trabajador y muy inquieto. Frente a todos los temas los cuestionaba e indagaba hasta que se formaba su propia opinión, una vez que aclaraba sus dudas y tomaba una postura ante la situación no había nada que lo desviara de la decisión que asumía, es decir no era un improvisado y sí era firme y consecuente con aquello que asumía como propio". [Carta de la compañera de trabajo de Gustavo, Mónica Antonia Canizo, leída en el homenaje realizado en la Comisión  Nacional de Valores, el 28 de julio de 2010] 


5.
El Estado ha reconocido una política de desaparición forzada a través de las Leyes 24.321 y 24.411.


6.
De igual manera, la han reconocido numerosos organismos, como la COMISION NACIONAL SOBRE DESAPARICION FORZADA, Legajo 8273. 


7.
También, su desaparición forzada la ha reconocido el propio Estado nacional, por ejemplo en el acto que se realizó el 28 de julio de 2010 y que contara con la presencia del entonces Ministro de Economía y Finanzas Públicas y actual Vicepresidente de la República Argentina Amado Boudou,  el entonces Jefe de Gabinete de la Secretaría de Derechos Humanos de Nación Dr. Luis Alén, el Ministro de Trabajo Carlos Tomada, la Ministra de Industria Débora Giorgi y el Presidente de la Comisión Nacional de Valores Lic. Alejandro Vanoli.



8.
La existencia de procesos judiciales en trámite en los cuales se estuviera determinando la responsabilidad penal de personas en relación a la detención y desaparición forzada de Carlos Gustavo Cortiñas no obstaría a la interposición del presente habeas corpus. Ello por cuanto el habeas corpus resulta ser el recurso judicial rápido y eficaz que contemplan los tratados internacionales específicos a fin de garantizar el derecho a la libertad e integridad:

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
ARTICULO X.
En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la desaparición forzada de personas. En tales casos, el derecho a procedimientos o recursos judiciales rápidos eficaces se conservará como medio para determinar el paradero de las personas privadas de libertad o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva.

En la tramitación de dichos procedimientos o recursos y conforme al derecho interno respectivo, las autoridades judiciales competentes tendrán libre e inmediato acceso a todo centro de detención y a cada una de sus dependencias, así como a todo lugar donde haya motivos para creer que se puede encontrar a la persona desaparecida, incluso lugares sujetos a la jurisdicción militar.
Convención Internacional para la Protección de las Personas contra las Desapariciones Forzadas

ARTICULO 17. 2. Sin perjuicio de otras obligaciones internacionales del Estado Parte en materia de privación de libertad, cada Estado Parte, en su legislación:

f ) Garantizará en cualquier circunstancia a toda persona privada de libertad y, en caso de sospecha de desaparición forzada, por encontrarse la persona privada de libertad en la incapacidad de ejercer este derecho, a toda persona con un interés legítimo, por ejemplo los allegados de la persona privada de libertad, su representante o abogado, el derecho a interponer un recurso ante un tribunal para que éste determine sin demora la legalidad de la privación de libertad y ordene la liberación si dicha privación de libertad fuera ilegal.

Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas

Artículo 9
1. El derecho a un recurso judicial rápido y eficaz, como medio para determinar el paradero de las personas privadas de libertad o su estado de salud o de individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva, es necesario para prevenir las desapariciones forzadas en toda circunstancia, incluidas las contempladas en el artículo 7 supra. 
2. En el marco de ese recurso, las autoridades nacionales competentes tendrán acceso a todos los lugares donde se encuentren personas privadas de libertad, así como a todo otro lugar donde haya motivos para creer que se pueden encontrar las personas desaparecidas.
3. También podrá tener acceso a esos lugares cualquier otra autoridad competente facultada por la legislación del Estado o por cualquier otro instrumento jurídico internacional del cual el Estado sea parte.



8.1.
Al respecto se ha expedido la Honorable Corte IDH en su OPINIÓN CONSULTIVA OC-8/87 del 30 de enero de 1987 ‘EL HABEAS CORPUS BAJO SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS (ARTS. 27.2, 25.1 Y 7.6 CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS)’:
32. El artículo 25.1 de la Convención dispone:

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

El texto citado es una disposición de carácter general que recoge la institución procesal del amparo, entendido como el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados Partes y por la Convención. Puesto que todos los derechos son susceptibles de amparo, lo son también los que están señalados de manera expresa por el artículo 27.2 como no susceptibles de suspensión en situaciones de emergencia.

33. El habeas corpus en su sentido clásico, regulado por los ordenamientos americanos, tutela de manera directa la libertad personal o física contra detenciones arbitrarias, por medio del mandato judicial dirigido a las autoridades correspondientes a fin de que se lleve al detenido a la presencia del juez para que éste pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad.

En la Convención este procedimiento aparece en el artículo 7.6 que dice:

Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

34. Si se examinan conjuntamente los dos procedimientos, puede afirmarse que el amparo es el género y el hábeas corpus uno de sus aspectos específicos. En efecto, de acuerdo con los principios básicos de ambas garantías recogidos por la Convención así como con los diversos matices establecidos en los ordenamientos de los Estados Partes, se observa que en algunos supuestos el hábeas corpus se regula de manera autónoma con la finalidad de proteger esencialmente la libertad personal de los detenidos o de aquéllos que se encuentran amenazados de ser privados de su libertad, pero en otras ocasiones el habeas corpus es denominado "amparo de la libertad" o forma parte integrante del amparo.

35. El hábeas corpus, para cumplir con su objeto de verificación judicial de la legalidad de la privación de libertad, exige la presentación del detenido ante el juez o tribunal competente bajo cuya disposición queda la persona afectada. En este sentido es esencial la función que cumple el hábeas corpus como medio para controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, para impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de detención, así como para protegerla contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

36. Esta conclusión se fundamenta en la experiencia sufrida por varias poblaciones de nuestro hemisferio en décadas recientes, particularmente por desapariciones, torturas y asesinatos cometidos o tolerados por algunos gobiernos. 
Esa realidad ha demostrado una y otra vez que el derecho a la vida y a la integridad personal son amenazados cuando el hábeas corpus es parcial o totalmente suspendido. Como lo manifestó el Presidente de la Comisión en la audiencia sobre esta consulta, 
la Comisión está persuadida que, así como en el pasado reciente miles de desapariciones forzadas se hubieran evitado si el recurso de hábeas corpus hubiese sido efectivo y los jueces se hubieran empeñado en investigar la detención concurriendo personalmente a los lugares que se denunciaron como de detención, tal recurso ahora constituye el instrumento más idóneo no sólo para corregir con prontitud los abusos de la autoridad en cuanto a la privación arbitraria de la libertad, sino también un medio eficaz para prevenir la tortura y otros apremios físicos o sicológicos, como el destierro, castigo tal vez el peor, del que tanto se ha abusado en el subcontinente, donde millares de exiliados conforman verdaderos éxodos.
Estas torturas y apremios, como dolorosamente lo ha recordado la Comisión en su último informe anual, suelen ocurrir especialmente durante prolongados períodos de incomunicación, en los cuales el detenido carece de medios y recursos legales para hacer valer sus derechos. Es precisamente en estas circunstancias cuando el recurso de hábeas corpus adquiere su mayor importancia.

Quienes redactaron la Convención conocían estas realidades, lo que puede bien explicar por qué el Pacto de San José es el primer instrumento internacional de derechos humanos que prohibe expresamente la suspensión de las "garantías judiciales indispensables" para la protección de los derechos que no pueden ser suspendidos.

[lo resaltado no es del original]



8.2.
Debe recordarse además lo dispuesto por los señores jueces ya hace tiempo:
… Que el recurso de “habeas corpus” no tiene por ley limitación de tiempo para su interposición y es procedente en cualquier estado del juicio en que la persona detenida quiera deducirlo contra la orden de prisión que estime ilegal, sin que tampoco obste a su procedencia, el hecho de haberse consentido el auto de prisión preventiva, toda vez que el inculpado tiene opción entre el recurso de apelación y el presente. [lo resaltado no es del original]
Cámara de Apelaciones de la Provincia de San Luis, marzo 29 de 1918, JOFRE Y ANASTASI, JA, 1918, Tomo I, págs. 335/336.




Claro está que en este caso no se opta entre apelar un auto de prisión preventiva y el recurso de habeas corpus, ya que Gustavo es víctima del delito de desaparición forzada desde el 15 de abril de 1977 y jamás se me ha exhibido ninguna orden que dispusiera la privación de su libertad contra la cual poder apelar. El ejemplo es al solo efecto de recordar cómo los señores jueces argentinos, que conocieron, respetaron y aplicaron los mandatos constitucionales, dieron vida al habeas corpus frente a otros recursos posibles. 



8.3.
El Dr. Tomás Jofré en comentario al citado fallo, luego de repasar el origen constitucional del habeas corpus, enseñaba:

… desde que los ataques a la libertad individual tanto pueden provenir de abusos de los funcionarios administrativos como de extralimitaciones de los funcionarios de orden judicial, nada más lógico que extender el recurso a estos últimos casos. La constitución n ha dado una garantía limitada, una protección parcial, diremos así, contra los actos de determinados poderes. Contra todos los poderes, incluso el judicial, debe ella tener el mismo imperio e igual eficacia.
En la creación del recurso para proteger la libertad, aun contra los abusos de los funcionarios judiciales, está, pues, la más trascendental de las innovaciones que contienen esos códigos. No acordársele en los casos a que se viene haciendo referencia ha sido indudablemente un vacío en la legislación nacional y de las provincias. En Inglaterra se expide el auto aun tratándose de detenidos por órdenes judiciales. Si a un procesado se le niega excarcelación teniendo derecho a ello, se da en su favor un auto de “habeas corpus”, de conformidad con el bill de Carlos II. Blakstone enumera hasta seis clases de autos: el que se da para que un detenido comparezca ante otra jurisdicción que aquella ante la que se encuentra procesado; el que corresponde para que un reo concurra a pagar una deuda; el que se expide para que el detenido deponga como testigo; el que se da, en fin, cuando el preso alega incompetencia de la corte que lo enjuicia. (Citas de Estrada, Curso de derecho constitucional, p. 157; de Montes de Oca, t. I, página 439).

El art. 48 del código de San Luis contiene siete casos de “habeas corpus”, pero son especialmente los de los incisos 3, 4, 5 y 6, sobre los casos que interesa insistir. Si un juez detiene a una persona porque sí, si la encarcela por delito que no tenga señalada pena corporal, si rehusa concederle excarcelación teniendo derecho a ello, esa persona está tan injustamente privada de su libertad como si lo estuviese por orden de un ministro o de un diputado. Nada más lógico y racional entonces que pueda defenderse de tales abusos con el recurso clásico de las instituciones inglesas. El expediente de las apelaciones, de las quejas, de las nulidades, dado nuestro sistema procesal, no es un remedio eficaz para el caso. Media una enorme diferencia entre que se vaya en alivio del detenido por un auto de “habeas corpus” o que la reparación que se busque por la vía de los recursos ordinarios del procedimiento, donde no hay término para resolver y donde los funcionarios no se hallan urgidos por el peso de las responsabilidades y conminaciones que comporta un “habeas corpus”. Y si sucediese que en algunos, que difícilmente se presentarán, la reparación pueda obtenerse con más ventaja por aquellas vías el art. 482 del código prevé la hipótesis y acuerda entonces al preso el derecho de opción entre los recursos ordinarios y el procedimiento sumarísimo del “habeas corpus”, dándole así una doble garantía en favor de su libertad. [JOFRE Y ANASTASI, JA, 1918, Tomo I, págs. 335/336].     







Por ello, para el caso que se entendiera que existe otro recurso a fin que se ordene a las autoridades que informen de manera inmediata el paradero de Gustavo y que lo presenten en el término de 24 horas ante el juez, por encontrarse Gustavo desaparecido forzosamente y con ello, imposibilitado de ejercer sus derechos ante las autoridades, como su madre vengo a optar por el presente habeas corpus.


8.4.
A la orden que emane de V.S. en cuanto juez del habeas corpus no podrá oponerse ninguna otra autoridad y así lo han entendido los señores jueces:
… frente el juez del ‘habeas corpus’ no se opone con derecho otra autoridad judicial que pueda disputar jurisdicción para conocer del aquel recurso que la constitución y la ley han incorporado para dar vida a esa categoría de derechos subjetivos que, con el nombre de garantías individuales, el estado asegura la integridad personal (art. 18 de la constitución; Cooley S., “Constitucional limitations”, 7°. edic., p. 483, citado por Jofré; II, p. 182; doctrina de los art. 421 y 423, cód. de proced. en lo criminal).

(…)

Que, como dice la ley, el auto de “habeas corpus” ha debido ser obedecido inmediatamente, porque de los términos del requerimiento (ver testimonios agregados) consta claramente ser la cámara la autora de la orden de detención, y se individualiza la persona objeto de dicha orden.

(…)

Que, por lo tanto, lo que corresponde es declarar que la cámara debe expedir el informe causal que se solicita y que no existe motivo para imponer al señor juez doctor Facio la corrección disciplinaria que se insinúa.
Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, La Plata, noviembre 30 de 1923, JOFRE Y ANASTASI, JA, 1923, Tomo XI, págs. 1157/1158.


9.
Conforme surge de la legislación vigente, el trámite que deberá imprimirle V.S. al presente habeas corpus me permitirá ejercer mi derecho absoluto a conocer la verdad de la desaparición forzada de mi hijo Gustavo, de conocer su paradero, de que las autoridades me informen dónde está, quién lo busca, cómo; de que las autoridades pongan a mi disposición todos los archivos y documentación que sobre él tengan
, sin que pueda oponerme el Estado algún impedimento, ni leyes de prescripción o caducidad
.


10.
Tal como lo recuerda la Observación General sobre el derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones Unidas (GTDFI), el derecho a la verdad - a veces llamado el derecho a saber la verdad - en relación con las violaciones de los derechos humanos es ampliamente reconocido en el derecho internacional, como un derecho autónomo. 



11.
El derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas o personas desaparecidas está reconocido, por ejemplo, en el artículo 32 del Protocolo I de los Convenios de Ginebra, que establece "el derecho de las familias a conocer la suerte de su familiar desaparecido"; en el artículo 24 de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra Las Desapariciones Forzadas, que dice que ‘[c]ada víctima tiene el derecho de conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición forzada, la evolución y resultados de la investigación y la suerte de la persona desaparecida. Cada Estado Parte tomará las medidas adecuadas a este respecto’; en el primer informe (E/CN.4/1435, 22/01/1981, § 187) del propio GTDFI. También es reconocido por otros organismos internacionales, como el "Estudio sobre el derecho a la verdad", informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, E/CN.4/2006/91, del 8/02/2006; la antigua Comisión de Derechos Humanos en sus Resoluciones 2005/66, de 20/04/2005 y decisión 2/105, del 27/11/; y ahora del Consejo de Derechos Humanos, Resoluciones 9/11, del 18/09/2008 y 12/12, del 1/10/2009.


12.
El Conjunto de Principios para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos mediante la lucha contra la impunidad (E/CN.4/2005/102/Add.1) indica que el derecho a la verdad es un derecho individual pero también colectivo. El Principio 3 de ese documento, especifica que el Estado tiene un correlativo "deber de recordar":
El conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión forma parte de su patrimonio y, por ello, se debe conservar adoptando medidas adecuadas en aras del deber de recordar que incumbe al Estado para preservar los archivos y otras pruebas relativas a violaciones de los derechos humanos y el derecho humanitario y para facilitar el conocimiento de tales violaciones. Esas medidas deben estar encaminadas a preservar del olvido la memoria colectiva y, en particular, evitar que surjan tesis revisionistas y negacionistas. 



Como derecho individual, el Principio 4 establece "el derecho de las víctimas a saber":

Independientemente de las acciones que puedan entablar ante la justicia, las víctimas y sus familias tienen el derecho imprescriptible a conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima.



13.
Así, el punto 2 de la Observación General del Grupo de Trabajo resalta el derecho a la información sobre la persona detenida, junto con el derecho inderogable del hábeas corpus, los que se deben considerar las herramientas centrales para prevenir la ocurrencia de las desapariciones forzadas.


14.
La Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 47/133 del 18/12/1992, deja claro que el derecho de los familiares a conocer la verdad de la suerte y el paradero de sus familiares desaparecidos es un derecho absoluto, no sujeto a ninguna limitación o excepción. Ningún objetivo legítimo, o circunstancias excepcionales, puede ser invocado por el Estado para limitar este derecho. Este carácter absoluto también resulta del hecho de que la desaparición forzada causa "angustia y dolor" (5to párrafo del Preámbulo de la Declaración) a los familiares, un sufrimiento que alcanza el umbral de la tortura, ya que también se deriva del artículo 1 inciso 2 de la misma Declaración que establece: "Todo acto de desaparición forzada (...) constituye una violación de las normas de derecho internacional que garantizan, (...) el derecho a no ser sometido a la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes”. En este sentido, el Estado no puede restringir el derecho a saber la verdad sobre la suerte y el paradero de la desapareció como tal restricción sólo se complementan, y prolonga, la tortura infligida continua a los familiares.



15.
Así, tengo el derecho absoluto e imprescriptible a conocer la verdad sobre la suerte y paradero de mi hijo Gustavo y, como consecuencia, tengo derecho a que las autoridades me proporcionen la información sobre su paradero, porque además, tengo el derecho a no seguir siendo torturada por las autoridades.



16.
Tengo el derecho irrenunciable a la acción del habeas corpus, el que conforme la OPINIÓN CONSULTIVA OC-8/87 del 30 de enero de 1987 de la Corte IDH, para que el mismo cumpla con su objeto, exige la presentación de Gustavo ante el juez o tribunal competente. 


17.
Cierto es que la Ley 23.098 no prevé un trámite específico para el caso de la desaparición forzada, sin embargo debe recordarse lo dicho por la Honorable Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina:

9°) Que, como principio, corresponde recordar la doctrina de esta Corte según la cual la falta de reglamentación legislativa no obsta a la vigencia de ciertos derechos que, por su índole, pueden ser invocados, ejercidos y amparados sin el complemento de disposición legislativa alguna (Fallos: 315:1492). Esta conclusión armoniza con la antigua doctrina del Tribunal conforme con la cual "las garantías individuales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar consagradas en la Constitución, e independientemente de las leyes reglamentarias" (Fallos: 239:459). 

(…)

13°) … Debe entenderse … que en el juzgamiento que compromete a una garantía no reglamentada, se está examinando no una ley sino una constitución, destinada por su naturaleza a fijar el marco de la acción del legislador, con la visión de quien sienta las bases normativas generales que gobernarán la vida de las futuras generaciones. Es por ello que la óptica del juzgador no debe manejarse aquí con estricto apego a las pautas hermenéuticas de quien examina un código, que aspira a prever todas las contingencias posibles -dentro del alcance da las limitaciones humanas-, sino con aquéllas que sólo se detengan ante lo incompatible con el texto y permitan respetar su espíritu y finalidades. … [‘Urteaga, Facundo Raúl c/ Estado Nacional -Estado Mayor Conjunto de las FF.AA.- s/ amparo ley 16.986’, CSJN 15-10-1998; T. 321 P. 2767]


III.
AUTORIDAD CONTRA QUIEN SE INTERPONE EL HABEAS CORPUS


18.
El presente habeas corpus se presenta contra el Poder Ejecutivo Nacional, representado por la Señora Presidenta de conformidad con el art. 99 inc. 1 de la Constitución Nacional, en cuanto jefa suprema de la Nación, jefa del gobierno y responsable política de la administración general del país.



19.
La condición de desaparecido forzoso de Carlos Gustavo Cortiñas no se encuentra en discusión. Tampoco que el responsable de la misma sea el Estado Nacional. Ello, en tanto la naturaleza jurídica de la desaparición forzada:

91.
La Corte estima pertinente reiterar su jurisprudencia constante en el sentido de que al analizar una presunta desaparición forzada se debe tener en cuenta la naturaleza continuada o permanente y el carácter pluriofensivo de la misma
. 
92.
La Corte nota que no es reciente la atención de la comunidad internacional a este fenómeno. El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias de Personas de las Naciones Unidas desarrolló desde su inicio en la década de los 80 una definición operativa del fenómeno, destacando en ella la detención ilegal por agentes o dependencia gubernamental o grupo organizado de particulares actuando en nombre del Estado o contando con su apoyo, autorización o consentimiento
. 
93.
Por su parte, los artículos II y III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, de la cual Argentina es parte (supra párr. 30), definen la desaparición forzada como: 

la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes.

[…]

Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima.

94.
En el derecho internacional la jurisprudencia de este Tribunal ha sido precursora de la consolidación de una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o permanente y autónomo de la figura de la desaparición forzada de personas, en la cual el acto de desaparición y su ejecución se inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente falta de información sobre su destino, y permanece hasta tanto no se conozca el paradero de la persona desaparecida y se conozca con certeza su identidad. De conformidad con todo lo anterior, la Corte ha reiterado que la desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos protegidos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas
. 
95.
La caracterización pluriofensiva y continuada o permanente de la desaparición forzada, plasmada en la jurisprudencia de este Tribunal
, se desprende no sólo de la propia definición del artículo II de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los travaux préparatoires a ésta
, su preámbulo y normativa
, sino también de otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales
 que, asimismo, señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar la suerte o paradero de la persona interesada
. En ocasiones anteriores, este Tribunal ya ha señalado que, además, la jurisprudencia del Sistema Europeo de Derechos Humanos
, las decisiones de diferentes instancias de las Naciones Unidas
, al igual que varias Cortes Constitucionales de los Estados americanos y altos tribunales nacionales
, coinciden con la caracterización indicada
.
96.
La Corte ha verificado la consolidación internacional en el análisis de este crimen, el cual configura una grave violación de derechos humanos, dada la particular relevancia de las transgresiones que conlleva y la naturaleza de los derechos lesionados, por lo que implica un claro abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano
 y cuya prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens
.
97.
En tal sentido, el análisis de la desaparición forzada debe abarcar el conjunto de los hechos que se presentan a consideración del Tribunal en el presente caso
. Sólo de este modo el análisis legal de la desaparición forzada es consecuente con la violación compleja de derechos humanos que ésta conlleva
, con su carácter continuada o permanente y con la necesidad de considerar el marco de abusos policiales en que ocurrieron los hechos, a fin de analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus consecuencias
. 
98.
Ahora bien, de conformidad con el artículo I, incisos a) y b), de la Convención sobre Desaparición Forzada, los Estados Partes se comprometen a no practicar ni tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, y a sancionar a los responsables de la misma en el ámbito de su jurisdicción. Ello es consecuente con la obligación a cargo del Estado de respetar y garantizar los derechos contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana, la cual, según ha sido establecido por esta Corte, puede ser cumplida de diferentes maneras, en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y de las necesidades particulares de protección
. En consecuencia, esta obligación implica el deber de los Estados Parte de organizar todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos
. Como parte de dicha obligación, el Estado está en el deber jurídico de “[p]revenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada reparación”
. 
99.
En este sentido, el deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos
. Con respecto a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición especial de garante de los derechos de los detenidos
. Así, la privación de libertad en centros legalmente reconocidos y la existencia de registros de detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alia, contra la desaparición forzada
. 
100.
Ya que uno de los objetivos de la desaparición forzada es impedir el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes, cuando una persona ha sido sometida a secuestro, retención o cualquier forma de privación de la libertad con el objetivo de su desaparición forzada, si no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental que los familiares u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos judiciales rápidos y eficaces como medio para determinar su paradero o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva
. [Caso IVAN ELADIO TORRES MILLACURA y otros VS Argentina- Sentencia Serie C 229 de 26-08-2011 – Corte Interamericana de Derechos Humanos].


IV.
PRUEBAS


20.
Ofrezco como prueba Informativa, el expediente administrativo tramitado en relación a las Leyes 24.321 y 24.411 ante la Secretaria de Derechos Humanos de Nación, para lo cual solicito se libre oficio de estilo a fin que dicho organismo remita el mismo a este Juzgado.


V.
RESERVAS


21.
Conforme Acordada 4/2007 CSJN, vengo a formular tempestiva reserva de acudir ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, invocando el remedio extraordinario federal previsto en el art. 14 Ley 48, por estar en juego los derechos fundamentales de Carlos Gustavo Cotirñas, a saber: Arts. 18 y 75 (22) y (23) C.N.; Arts. 1 (Derechos a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona) y 18 (Derecho de justicia) DADDH; Arts. 3 y 8 DUDH; Arts. 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos), 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno), 4 (Derecho a la vida), 5.1 y 5.4 (Derecho a la Integridad Personal), 7.6 (Derecho a la Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 25 (Protección Judicial) CADH; Arts. 9.3 y 9.4, 10.2.a) y 14 PIDCyP; CIDFP y CIPPDF, derechos que se encuentran garantizados mediante el habeas corpus por desaparición forzada, hago expresa reserva de acudir ante la Corte Suprema de Justicia mediante el recurso previsto en el art. 14 Ley 48, denunciando cuestión federal suficiente en caso de rechazarse esta petición. Inclusive, por la doctrina de la arbitrariedad.


22.
Por resultar el habeas corpus por desaparición forzada el recurso rápido y efectivo previsto en los tratados internacionales de derechos humanos a favor de Gustavo, hago expresa reserva de acudir ante los organismos internacionales competentes en caso de rechazar el presente recurso convencional.



VI.
PETICION


23.
Por lo expuesto, solicito a V.S.:
1.
Tenga por presentado habeas corpus por desaparición forzada de Carlos Gustavo Cortiñas;

2.
Ordene de manera inmediata a la autoridad denunciada brinde toda la información a fin de conocer el paradero de Carlos Gustavo Cortiñas;
3.
Disponga la audiencia con las autoridades denunciadas y arbitre todas las medidas necesarias a fin de conocer el paradero de Carlos Gustavo Cortiñas;

4.
Tenga presente las reservas formuladas.



Proveer de conformidad que
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